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Portovieio, 04 de marzo del 2011.-Las ÍOMO

VISTOS: Mediante sorteo de ley ha llegado a»™üo de e^ Sdad

STa Javier Femando Saavedra Arteaga como Gerente Regional de laC—it Nacional de. Electricidad CNEL SA Manabí respecUvamen^Dr

mentía de Acción de ^™—^"lírno ^nTia
ST*1^ de t|olve, en t« y^en ^ron«»£

-unlemento oor lo que la Sala es competente pata conocei yresoh ei la presentefflS en segunda instancia yse decláralavaliden de este proceso
^on^S: Que í Axcion de.^f^f^directo yeficaz de los delectas «conocidos en la Constitución de la Reputmca
driEcuadoi QueelArt 1de la Constitución del Ecuador señala. El Ecuador e,im "—roñal de derecho ymstiaa. social, demo= sota™
mdeoendiente unitario, inteicultural, plunnacional ylaico... âdema», .enalaelt^L 1"^^ar sin discriminación alguna el ™¿oc^

SSSV tos entónanos son ciudadanos ygozaran de los derechos
tS en la Constitución', y »Las P^^£?£^snacionalidades ycolectivos son titulares ygozaran de los derechos garandados

reconstitución y en los instrumentos internacionales. La naturaleza se a
Ito oe"os derechos que le reconozca la Constitución. .La acción de^ccit e" un instrumento procesal de tutela de los<^"ato,«£
Constitución Política del Ecuador que se concede a las pei.onas, grupo aep^ comunidad, pueblo onacionalidad, para que **°£**^ ^
órgano constitucional competente; actualmente en nuestio pal,. ^ "«;
colutucionales delegados, del lugar en el que se ^.***^™%£,\donde se producen sus efectos, de cuya sentencia se puede nnpugnar para ante .a
Corte Pio^ncial de Justicia, como ocurre en el caso que nos ocupa TRES,



ANTECEDENTES DE TA FiF\fA*m\. t 1
colectivamente por mel dt Sc^^oÍef7£ **™""

Xi^T? } l ntr°3 CQnstou"™al v manifiestan Que d ™
2=s:s¿.« e^rs°co^-^7 ~

^3del conloo colectivo que celebrasen los trabajadores de EMFLMWABI
i^C%^a$t^Á cua, supk ra - ^aaM;ii¿ó^
Z, P S"A por exPresa disposición del acto constí'ut-vr- detaaon eintegración de aquella a, lamleva empresa. Tal reducaon prw l¿ de

Mnpbxa un menoscabo en el derecho de los légranos aSaate de omr

contribuciones publicas para jubilaciones complementarias, «oían S*Z¿£
Í E,^"f""dA*. 33 que garantrzael írabajo cto"al trabajo como derecho económico, el 326: numero 2 rntatmbiíidad de ló
derechos ¡afórales, el Art 11 numeral 4de la prohibieron de Scoó,™ t
fechos ygarantías constitucionales, rbiden, numeral 5y8»cSt

TOFTFwAí V1, 3C1™ * plmapi0 df reserra de k3' CINCO.- DE LAPRETENSIÓN.- en el acápite IV manifiestan sus pretens ones " de oue en
sentencia se deje se declare, sin efecto, ilegítima arbitraria emcon^uc-onal la
disposición negativo del Gerente General de CNEL í A w r iHemioue, Escala, contenida en el oficio CNEL -clí*"o G%^

que ai aplica drena disposición las pensiones jubilares patronales, menores al



^

salario básico unificado ($ 240,oo) seguirán ganando lo mismo y que elrecálcuio
se debe efectuar a las pensiones jubilares superiores al salario básico unificado".
SEIS. DE LA AUDIENCIA PÚBLICA.-En la Audiencia Publica Oral y
contradictoria realizada en el Juzgado Sexto de lo Civil de Manabi, intervino
primeramente el accionante Di\ José Xavier Garaicoa Ortiz, a nombre de
LINCOLN EDUARDO JARA ORTEGA, quien manifestó que entendida como
garantía para la intangibilidad de los derechos prevista por el Art. S4 de lanorma
suprema asi como en el respeto al mandato de sujeción irrestricta por parte de las
autoridades a los principios fundamentales constitutivos de dicho estado, por
medio de los cuales se vincula su plena justitiahilidad y su obligatoriedad para el
desempeño de la administración pública. El contrato colectivo de trabajo,
preservado frente a ingerencias ilegitimas y arbitrarias de autoridad por medio de
una expresa reserva de ley. lo cual significa que únicamente el legislador puede
modular su aplicación. En consecuencia lo que si esta excluido dentro del
ordenamiento en cuanto a la vigencia cabal de las garantías del derecho a la
contratación colectiva son aquellos diversos tipos de actuaciones que impliquen
una probable injerencia por parte de la autoridad administrativa en dicho acuerdo
constitucionalmente protegido, bien por decretos, acuerdos o resoluciones. La
discrecionalidad de gestión de quien posee la función de empleador, como
espacio de libertad jurídica para ejercer con "capacidad de elección7, o de
organización, pierde su carácter de poder no restringido dentro de lainstitución,
cuando aquella es conferida a los mismos en calidad de facultad previamente
reglada, la cual debe atenerse en su ejercicio a una solución jurídica única
debidamente normada para su aplicación irrestricta. En consecuencia tenemos
cabalmente demostrado nuestro derecho a continuar percibiendo los montos que
nos ha sido históricamente reconocidos por nuestro empleador a la intangíbilidad
de aquellos garantizada constitucionalmente y protegida por el principio de
írretroactividad de las normas y los principios jurídicos pío nomine y pro labor
estipulados en la Constitución, en donde están claramente sustentados por lo que
cabe que se disponga que se nos cancelen dichos rubros de manera continua,
irreversible, como corresponde a la naturaleza prestacionaí de dicho derecho. A
su turno Ab. Luis Alfredo Mugga Passailaigue a nombre del Gerente General de
la CNEL, negó los fundamentos de hecho y derecho de la acción de protección
constitucional y alegó que la CNEL es una sociedad anónima constituida poi la
fusión de 10 empresas eléctricas, una de ellas EMELMABI, hoy CNEL Regional
Manabi, sin embargo se considera así solo para fines societarios como los
dispone la Ley Transitoria Segunda de la Ley Orgánica de Empresas Publicas.
Para los demás aspectos tales como régimen tributario, fiscal, laboral,
contractual, de control y de funcionamiento de las empresas se observaran las
disposiciones contenidas en esta ley Las acciones de estas compañías no podrán
ser transferidas al sector privado. Como ha sido expuesto el Decreto Ejecutivo
No 225 dictado por el Presidente de la República, y es este decreto el que
supuestamente lesiona los derechos de los accionantes, el mismo que debe ser



/4impugnado ante la Corte Constitucional conforme las normas del Ait. 7-
siguientes de la LOGJCC. y debía usarse otra vía que no es la acción de
protección Solicitó que se no se admita la acción presentada por no cumplir con
los requisitos formales de ley y por carecer de fundamentos de derecho eficaces
que denoten violaciones constitucionales, a su vez el Ab. Abner Arturo Bellc
Molina, a nombre del Gerente Regional del CNEL S.A. dijo, el actual gobierno
constitucional y democrático tiene como prioridad respetar integramente el
contenido de la Constitución de la República, y los derechos de las servidoras v
servidores públicos. Por cual manifestó que no se están vulnerando derecho
constitucional alguno Los beneficiarios que reclaman en la acción de protección
que nos ocupa y consta en el Art. 43 del Décimo Sexto Contrato Colectivo del
Comité de Trabajo celebrado entre EMELMANABI y trabajadores, se realizó
una modificación por revisión, por contravenir mandatos constituyentes En tal
virtud no se trató de una vulneración de un derecho constitucional establecido en
el numeral 13 del Art 226 de la Carta Magna ya que los mecanismos utilizados
para la aplicación las Disposiciones Transitorias Tercera y Cuarta del Mandato
Constitucional N S fueron apegadas a derecho y respetando la seguridad jurídica
y el debido proceso, y solicito se declare inadmisible la acción propuesta por no
cumplir los requisitos de ley esto es no violación de un derecho Constitucional.
no inexistencia de otro mecanismo o de defensa judicial adecuada eficaz para
proteger el derecho violado, por su parte el representante de la Dirección
Regional de Procuraduría General del Estado, manifestó: que el decreto ejecutivo
225 fue expedido por el señor Presidente, quien ejerció sus junciones.
atribuciones y deberes, el mismo goza de legitimidad y legalidad constitucional,
y quien debería conocer de este tema si fuera ilegítimo e inconstitucional seria la
Corte Constitucional, asi rmsmo tal como determina la Constitución los actos
administrativos de cualquier autoridad del Estado deben sei impugnados tanto en
la vía administrativa como ante los correspondientes órganos de la función
judicial. Además se adhirió a las intervenciones de los Representantes de la
CNEL SIETE.- DE LA SENTENCIA DE PRIMER NIVEL: La sentencia
que es extensa en Ja parte dispositiva, en Jo medular en el fragmento
resolutivo, seve que el señor Juez Aquo indica que declaro con lugar la Acción
de Protección por considera!', que sí se han violentando garantías y derechos
constitucionales, y derechos de los empleados establecidos, por considerarse que
el decreto 225 no es sumamente claro en su contenido, peor aun podría aplicarse
sus disposiciones a un sector de ex trabajadores, sin basar el espíritu de tal
aplicabílidad en el criterio constitucional mas favorable a la parte afectada. El
suscrito Juez no esta refiriéndose a la nulidad del decreto No. 225 sino a la
aplicación conforme a la constitución del tmsmo. y esto lo baso en las mismas
declaraciones de la parte accionada a través de su representante. OCHO.- DE
LAS APELACIONES: Los impugnantes: Ing. Bernardo Henriques Escala
Xavier Femando Saavedra Arteaga y Di Jaime Robles Cedeño. en su orden v
por las funciones que representan, fundan sus apelaciones El primero Ins.
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Bernardo Hennques Escala en su impugnación reseña que el proceder de su
representada en la aplicación del OF-CNEL-CORP-GG-1971-10, está
fundamentado en el Decreto Ejecutivo No 1701. modificado por el decreto
ejecutivo No 225, vigente desde el 18 de enero del 2010, en lo referente al Art. 1.
numerales 1,2,4 y amparado en la Disposición Transitoria Cuarta del Mandato
Constituyente,' que en el numeral séptimo de la resolución constante en la
providencia usted deja expreso "que se entienda claramente que el suscrito Juez
constitucional no está refiriéndose a la nulidad del decreto 225 y mas bien lo que
me toca juzgar es la aplicación conforme a la Constitución del mismo.,/' y
resuelve declarando a lugar laacción de protección interpuesta, por el ciudadano
en su calidad de PROCURADOR COMÚN, declarando que la resolución de la
CNEL es inconstitucional y de efecto nulo por violar- el Art. 132 numeral 1de la
Constitución que prescribe privativamente la reserva de ley para regular los
ejercicios de derechos ygarantías ypor vulnerar los derechos de retribución justa
de los trabajadores. Por no comprender la razón de que primero refiera que no se
refiere a la nulidad del decreto 225 y luego en la parte resolutiva expresar que
considera nulo el acto administrativo, presento el presente recurso de apelación,
contenido en el Art. 24 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y
Control Constitucional para que los Jueces Provinciales revean esta resolución y
la declaren inadmisible así como la demanda presentada por los accionantes y
que además el Art. 40 del Código de Procedimiento civil, enseña que solo los
abogados en ejercicio de su profesión pueden comparecer en juicio corno
procuradores judiciales, yel señor Lincoln Jara Ortega no es abogado, pudiendo
declarárselo falso procurador. En el mismo orden el Gerente Regional de la
CNEL SA Manabi, basa su recurso argumentando que su representada en la
aplicación del OF-CNEL-CORP-GG-1971-10, está fundamentado en el Decreto
Ejecutivo No 1701, modificado por el decreto ejecutivo No 225, vigente desde el
18 de enero del 2010, en lo referente al Art. 1, numerales L2,4 y amparado en la
Disposición Transitoria Cuarta del Mandato Constituyente, se declare
inadmisible esta improcedente demanda de Acción de Protección, presentada por
el señor Lincoln Eduardo Jara Ortega en su calidad de Procurador porque
desnaturaliza los objetivos de la Acción de Protección determinados en los
artículos 8S de la constitucrón de la República y 40 de la Ley Orgánica de
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional; y por atentar contra las
atribuciones que el Art 147 numeral 5 de la Constitución de laRepública otorga
al Presidente de la República y disposiciones determinadas en el Mandato
Constituyente No. 8. Y. finalmente, el Director Regional de la Procuraduría del
Estado, sede en Portoviejo, deduce el Recurso de Apelación porque la Acción de
Protección presentada por el recurrente, no cumple con los requisitos legales del
artículos 40 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control
Constitucional, en concordancia con el artículos 42 numerales 1 y 4 del mismo,
porque no se ha vulnerado oviolado Derechos Constitucionales del recurrente, y
existen otros mecanismos de defensa judicial adecuados para proteger el
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supuesto derecho violado, como prevée el .Art. 173 de la Constitución de la
República, en concordancia con los artículos 31 y 217 numeral S del Código de
la Función Judicial, y el artículos 48 de la Ley de Modernización del Estado: de
igual modo, la Corte Constitucional tiene la obligación de resolver las acciones
por inconsiitucionalidad contra actos normativos de carácter general emitidos por
órganos y autoridades del Estado, como determina el articulo 426, numeral 2 de
la Constitución de la República. Ademas, que la Acción de Protección no
procede porque no se violan derechos constitucionales y el Decreto Ejecutivo
225 es una Resolución legitima y aplicada debidamente, basada en sus
atribuciones contempladas en el articulo 147 numeral 5 de la Constitución de la
República. NUEVE. CONSIDERACIONES DE LA SALA. La acción de
protección de los derechos fundamentales procede, entre otros aspectos, ante la
concurrencia simultánea de los siguientes elementos: a).- Que exista un acto u
omisión ilegítimos de autoridad pública b).- Que ese acto u omisión viole o
pueda violar cualquierderecho consagrado en la Constitución, convenio o tratado
internacional vigente: y, c).- Que el acto u omisión de modo inminente amenace
con causar un daño grave; Que. un acto es ilegítimo cuando la autoridad actúa sin
competencia no se han observado los procedimientos determinados en el
ordenamiento jurídico, su contenido contraria dicho ordenamiento o no contiene
el debido fundamento o la suficiente motivación. Por su paite, la Ley Orgánica
de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional publicada en el RO
No.52 de octubre 22 del 2009, establece, que parala presentación de una acción
de protección, requiere de entie sus requisitos. .3. "Inexistencia de otro
mecanismo de defensa judicial adecuado y eficaz para proteger el derecho
violado" }' como improcedencia de la acción, el Art. 42 numeral 4 señala:
"Cuando el acto administrativo pueda ser impugnado en la vía judicial, salvo que
se demuestre que la víano fuere adecuada ni eficaz". Al respecto el Art. 1 de la
Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativo dispone que: 1¡ el Recurso
Contencioso Administrativo puede interponerse por las personas naturales o
jurídicas conti^t los reglamentos, actos y resoluciones de la Administración
Pública o de las personas jurídicas semipúbíicas, que causen estado, y vulneren
un derecho o interés directo del demandante"; a su vez, el Art. 2 del mismo
cuerpo legal determina que: " También puede interponerse el recurso
cont^ncioso-admimstrativo contra resoluciones administrativas que lesionen
derechos particulares establecidos o reconocidos por una ley. cuando tales
resoluciones han sido adoptadas como consecuencia de alguna disposición de
carácter general, si con esta se infringe la ley en la cual se originan aquellos
derechos. DIEZ.- Para que una acción de Protección prospere se debe sustentar,
ademas de la legitimación procesal activa lo siguiente: la autoridad o persona de
la que emana el agravio; demostrar la existencia del acto, la fundamentadón de
su ilegitimidad, la demostración de los derechos subjetivos vulnerados y la
protesta de no haber presentado por elmismo hecho otraacción de Protección, ni
contra los mismos accionados o accionado Se debe determinar en la petición de



amparo la autoridad pública de la que emana el acto impugnado oque haya
Xen omisión, con la finalidad de que ésta acuda ala —*P»b" *
que informará al juez constitucional sobre sus argumentos respecto de «fado£to
rjS En el caso de actos, la autoridad informará sobre la egr— M
mismo desvirtuando los argumentos de la rmpugnacion >, en el caso deoSoneffundamentara su legación en tomo ala —teñera de la omisión
bren que la actuación requerida por el peticionario es improcedente desde que
ecía alas facultades de la autoridad accionada. Es necesaiio considerar que un
ac oi aSonlad es ilegitimo, cuando se ha dretado por una autorrdad que notiene compelía para ello, osm observar los procedrmrentos previstos por eloSHUidfco, ocuando si. contenido es contrario adichc.ordenan»n£
o ha sido dictado arbitrariamente, esto es, sm fundamento o sufi >en_e
motivación ONCE.- En la acción de protección se conjugan una serie de
Semeítos que vale la pena analizar Para ello resulta necesario abordar de
" acuosa el tema de las accrones de protección constitucional y sus
SLmfe esencrales. Como punto de ^.<*^£c£^regla general que rige en materia de acción constitucional es 3u carácter breve^
So personalismo, restitutono, especialísrmo yextraordinario.. veamos en
a^^nsiste una acción de Pro.eccrón Constitucional. En primer ugar las
accrones de protección proceden contra cualquier acto uomisión t^fc
afecte derechos constitucionales, de allí que solo proceda cuando 3e üata de la

^ vio acróTde derechos constitucionales yno de aquellos consagrados en norma,
Sgale " Zuegúes. de allí que la acción de protección procede únicamente
S bcSnalda osolicitud se fundamenta en la violación directa ei—
de normas consagradas en la constitución y no en norma, legales iÜ tocS vez que la acción de protección ha sido concebida corno^un
medio de protección de derechos y garantías constitucionales stncto ,en,u.
entonces lo realmente determinante para resolver acerca de una pretendida
vXon es que exista una violación de rango constitucional yno legal, ya que
s asi fuere la protección perdería todo sentido yalcance yse convertiría en un
me^Slo ordmano de control de la legalidad. Lo que se plantea en detinitiva
es que la protección esté reservada para restablecer situaciones que provengan
l elaciones de derechos ygarantías ftmdamentales, pero de «*****™%
las regulaciones legales que se establezcan, aun cuando las misma, ,etodSenten en tale! derechos ygaranto Se supone que las normas leg^
que rigen nuestro ordenamiento jurídico deben estar inspiradas y^"ate
en la Constitución como norma superior, de modo que no "V****^
intentar una acción de protección fundamentada en una norma legal solo por que
esta esté insprrada en la Constitución. De lo anterror se infiere que, solo cuando

vot "menoscabe aalguna persona uno oalgunos de los derechosque fc
asisten confonne ala Constitución, se podrá interponer rma accron.te Protecaon
Constitucional con el objeto de reparar integralmente y restiturr el derecho
vioSdTdl allí su efecto restítutorio, pues se restablece la situación jurídica
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que ha sido infringida yse coloca en el mismo estado en el que se encontraba
S!Í tJc^ "f °bV" ^ ** eSt° — - desairo TOauna ^uacion jurídica previa susceptible de ser vulnerada e iaualmente
usceptibie ae ser restablecida DOCE.- De lo detallado en puntos Je^t

conche que el punto medular para decidir la presente causa es establecer con
H^1T^If^\ * ^ deCJ¿10n í0m3da P°r d ^ BERNARDOHEaRIQLES ESL.ALA, contenida en el oficio CNEL- CORP -GG No 3070
10, vulnera a los accionantes algún derecho fundamental consagrado en ía
Constitución de la República del Ecuador yla respuesta a,mcio de j? Sala es J
rJ, ,f? ",a"^to defech° °S^^2ñmdamental estatuido en laCarta de Principios ode otra ley conexa odependiente, pues en el caso que
a'ZidaH T t- 'I ^ ** eStUdÍ° drf mÍSm° Se esíabí- 1™í»autondad que dicto el acto administrativo impugnado en vía
constitucional, fue dictado por autoridad competente debidamente
designada, por tanto hay carencia de incompetencia, tampoco falta
motivación, pues se encuentra explicada Ja razón en virtud de la cual se
adopto la resolución que es materia de la presente acción, mus aún si
tomamos en cuenta que la motivación es la exteriorizadon por parte de
quien dicta una resoiudón ya sea en eJ campo judidal oadministrativo, de
la justificación racional de determinada coudusión jurídica, lo que en la
especie si sucede, consiguientemente no hay vido de fundamentado,! De
otra parte, como se sabe ios acdonantes son jubilados yno trabajadores en
nlZL'T, a,qUÍff S! ^ *tó ^ *<***» ° ^¡«ariamentenegando el derecho laboral garantizado en el Art. 33 de la Caita
¡17™£\í*8™» a]osA^- XS, 326y siguientes del mismo Estatutobupremo, es decir tampoco aparece violación del derecho al trabajo es

evidente que la acción de amparo no era la via Momapara flemandarva que
la institución de ACCION DE PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL, ha sido
creada para aquellos casos en ios cuales ios medios ordinarios resultan
ineficaces para restablecer la situación jurídica infringida En otras palabras el
°ni™amien|p^^ mteaeT^emado< -T
garantizar la protección-^^^a^iJe^jSs^ii^i^^ji^s 4e lo,
ciudadanos, asi tenemos, lo^r^c^^s^mlidadnil^jdas civiles la acción
contenciosa administrativa cu^dojgtog mecanismos ordinarios no ™ eficaces
o suficientes para lograr la protección o restituaolT^ estos derecho* e-<
procedente recurrir aun medio ex^or^ñ^5ü^omcna^o]eccion constitución^
cuya procedencia dependerá entre btra^msa^jaaeastencia de unmecanismo"

to ^^/T* d£ "^^H^ger.-ei.derecho vuhierado. En el caso
™i í f? ? C°T Se h3 eXphC3á° en el c^^^ndo anterior no existe
n?nnr, ^° ^"^ * ÍOS acdOTa°^ «* rango constitucional
1T- 1 eTnt qUe m** caso Procede* ** acciones ordinarias en elüarmte udicial pertinente ¡aceden ordinaio contención aJ™^,^
resultando innecesario activar un mecanismo de carácter extraordinario como e¡
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el de Protección Constitucional, el cual se desvirtuaría en el supuesto de que sea
utilizado este último como medio para satisfacer cualquier pretensión, lo cual
vulneraría el equilibrio y subsistencia entre la Acción de Protección y el resto
de los mecanismos judiciales preexistentes, y en consecuencia la acción de
amparo terminaría por sustituir todo el ordenamiento procesal del derecho
positivo, TRECE.- Por lo explicado y en conclusión de lo actuado por Ios-
sujetos procesales se establece que los hechos indicados son actos
administrativos, emanados de la autoridad competente, existiendo para aquellos,
vías judiciales ordinarias para la reclamación de los derechos. Estos presupuestos
sustanciales o constitucionales, establecen como condición de admisibilidad de
las acciones de protección de los derechos fundamentales, como ya se ha dicho,
que no exista otro medio judicial más idóneo, subsidiar la tutela ordinaria
significaría la ruptura del sistema procesal común. El derecho para ser protegido
por las garantías jurisdiccionales, debe ser cierto, indiscutible, transparente, toda
vez que de no ser asi, resulta indispensable y necesario un debate extenso y una
actitud de pruebas en un proceso configurado en una resolución judicial
pronunciada para dilucidar y declarar la existencia o inexistencia del derecho
invocado, lo que es propio de las vías ordrnarias de tutela y notoriamente ajeno a
un proceso protector y extraordinario como es la acción de protección, la misma
que será hábil cuando al menos como requisito insoslayable concurran las
exigencias del Art SS de la Constitución de la República del Ecuador. De los
antecedentes y normativa transcrita en las consideraciones anteriores, se puede
determinar que la presente acción de protección planteada por los accionantes en
contra del Ing. Bernardo Gabriel Arturo Henríquez Escala Gerente General de la
Corporación Nacional de Electricidad CNEL S.A, y Xavier Fernando Saavedra
Arteaga como Gerente Regional de la Corporación Nacional de Electricidad
CNEL SA. Manabi respectivamente, y haciendo uso de una de las Garantías
Jurisdiccionales, como es la Acción de Protección, pretende que el juez
constitucronal mediante sentencia deje sin efecto, ilegítima arbitraria e
inconstitucional la disposición del Gerente General de CNEL S.A.. Ing
Bernardo Henrrquez Escala contenida en el oficio CNEL - CORP- G.G, No.
1971-10, dirigidos a los Gerentes Regionales de CNEL S.A ; lo alegado por los
accionantes, mas la abundante documentación que obra en el expediente, nos
conduce con nitidez a establecer que este acto es de carácter administrativo; y
esta Sala en diversos fallos anteriores ha nesado la Acción de Protección cuando
se trata de un acto administrativo de mera legalidad, que no violaderecho alguno
de orden constitucional; y consecuentes con el conocido principio stare decises,
entendido como aquel deber de los jueces de adherirse a lo decidido por ellos
mismos en el pasado, o por los jueces superiores de las misma jurisdicción;
dicho en otras palabras, en virtud de este principio, el juez debe decidir de
acuerdo a lo resuelto en el pasado y no contradecir lo decidido sin una razón
poderosa debidamente fundamentada por las consideraciones que anteceden la
Primera Sala Especializada de Garantras Penales Corte Provincial de Justicia de



Manabi, -ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DEL PUEBLO
SOBERANO DEL ECUADOR Y POR AUTORIDAD DE LA
CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES DE LA REPÚBLICA" acéptalos recursos
de apelación interpuestos por el ing. Bernardo Gabriel Arturo Henríquez Escaía
Gerente General de la Corporación Nacional de Electricidad CNEL S.A, y
Xavier Fernando Saavedra Arteaga como Gerente Regional de la Corporación
Nacional de Electricidad CNEL SA. Manabi respectrvamente y Dr. Jarme Robles
Cedeño. Director Regional de Manabi, de la Procuraduría General del Estado,
REVOCA la sentencia dictada por el Señor Juez Sexto de lo Civil del Cantón
Manta de fecha 21 de enero del 2011 y declara sin lugar la Acción de
Protección propuesta por Lincoln Eduardo Jara Ortega en calidad deProcurador
Común, Practiquese con lo dispuesto en el numeral cinco del articulo S6 de la
Constitución de la República del Ecuador. CÚMPLASE

Ab. Héctor
CONJUEZ _
Primen/Sala _.
Corte P&vlnclal

I Manabi

Cañarte
SALADELOPENU

,JAL DE JUSTICIA
MaNABÍ

Proveyeron y firmaron la sentencia que antecede por los señores Jueces de la
Primera Sala de lo Penal de la Corte Provincial de Justicia de Manabi, Dr.
Marcos Naranjo Cañarte, (Voto Salvado), Ab. Héctor Ordóñez Chancay, Ab.
Frardüin Cuenca Loor, Conjueces Permanente de esta Primera Sala Penal, en
Portovíejo, a los cuatro días del mes de Marzo del dos mil once, a las diez
horas-Lo certifico

ÜMSfS^ttát farfan
SECRETARIA RELATORA

DE LA PRIMERA SALA DE LO PENAL
prtftTfc pRQVINGIA^gtj^iíClA

En Portovíejo, a los cuatro días del mes de Marzo del dos mil once, con la
sentencia que antecede notifiqué por boleta a las siguientes Personas. A las
diez horas diez minutos al DIRECTOR REGIONAL DE LA
PROCURADURÍA GENERAL DEL ESTADO en el C. J. NQ 168; a las diez
horas veinte minutos al ING. BERNARDO HENRÍQUEZ ESCALA
GERENTE GENERAL DE LA CORPORACIÓN NACIONAL DE
ELECTRICIDAD SA. CNEL en el C. J. N° 71; a las diez horas treinta
minutos a XAVIER FERNANDO SAAVÉDRX ARTEAGA, GERENTE
REGIONAL DE CNEL en el C. J. W 71.- Lb certific

_.. ontNV
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VOTO SALVADO DEL JUEZ PONENTE DR. MARCOS NARANJO CAÑARTE

Portaviejü, 4 de Marzo del 2011. Las lOfaOD.

VISTOS: La presente Arción de Protección se radica en esta Primera SaJa de lo

Penat en virtud de] Recurso de apelación interpuesto por los señores Dr. Jaime

Andrés Robles Cedeño, DJRECTOR REGIONAL DE LA PROCURADURÍA REGIONAL

DEL ESTADO SEDE EN PORTOVÍEJO; Ing. Bernardo Henríquez Escala- GERENTE

GENERAL DE LA CORPORACIÓN NACIONAL DE ELECTRICIDAD SA CNEL; y, Xavier

femando Saavedra Arteaga, GERENTE REEG/ONAL DE LA CORPORACIÓN

NACIONAL DE ELECTRICIDAD CNEL S.A, MANABÍ. de la sentencia dictada por el

señor Juez Sexto délo Civil de Manabi de fecha 21 de Enero del 2011: las 10h34. el

misino que por el sorteo de ley llega a nuestro conocimiento,y siendo el estado el de

resolver, se lo hace de la siguiente manera. PRIMERO.- La Sala es competente para

conocer la presente Acción de Protección en segunda instancia, de conformidad al

mandato del Art. 36.. mira eral 3, segundo inciso, de la Constitución déla República

del Ecuador, y la disposición délos Arts. 3 numeral 8 y 24 déla Ley Orgánica de

Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional. SEGUNDO.- Que ei

procedimiento que se le ha dado a la presente Acción de Protección, se enmarca en

las disposiciones contempladas en el Art 7 de la Ley Orgánica de Garantías

Jurisdiccionales y Control Constitucional por lo que se declara su validez.

TERCERO.- Que los recurrentes, interponen recurso de apelaciójv de la sentencia

dictada por el señor Juez Sexto délo Civil de Manabi, por no estarde acuerdo con la

misma, porque la Acción de Protecrión presentada por el recurrente, no cumple con

bs requisitos legales que contempla el Artículo 40 de la Ley Orgánica de Garantías

Jurisdiccionales y Control Constitucional en concordancia con el Art. 42, numeral 1

y 4 ibidem; ya que en ningún momento se han vulnerado o violado Jos derechos

constitucionales del recurrente.-y, porque existen otros mecanismos de defensa

judicial adecuados;/ eficaces para proteger el supuesto derecho violado, como lo

prevee elArt. 173 de Ja Constitución de la República en concordancia de los Art. 51

y 217 numeral 8 del Código Orgánico déla Función Judicial y también en relación

con el Art. 4S de la Ley de Modernización del Estado. Así mismo esta acción de

protección propuesta es improcaiente- pues no viola derechos constitucionales y el
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decreto ejecutivo 225 expedido por el Señor Presidente Constitucional de la

República, publicada en el RO W-123. del 4 de Febrera del 2010, es una resolución

legítima y aplicada dentro de las atribuciones y deberes del señor Presidente,

conforme consta en el Art. 147, numeráis de la Constitución de la Repúb lieai ''dirigir

la administración pública en forma desconcentrada y expedir los decretos

necesarios para su integración, organización, regulación y control". El Gerente

General de la CNEL manifiesta que el proceder en mí representada en aplicación del

OF-CNEL C0RP-GG-1971-LQ de fecha 1Q de Diciembre del 2010, esta fundamentado

en el decreto ejecutivo 1709, modificado por el decreto ejecutivo N2 225. publicado

en etRO 123 del 4 de Febrero del2Q10, vigente desde el 18 de Enero del 2010 en lo

referentes! Art.1, numerales!, 2, 4: y, amparado en la disposición transitoria cuarta

del Mandato Constituyente N2 3, expedido por el pleno de la Asamblea Nacional

Constituyente el 30 de Abrildel 2003 y publicado en el suplemento del RO N- 330

del 6 de Mayo del mismo año, que determina que la función ejecutiva luego de un

proceso de dialogo social, dentro del plazo de un año establecerá los criterios que

regirán la contratación colectiva de trabajo, en todas las instituciones del sector

público y entidades de derecho privado...." TERCERO,- De conformidad con lo

prescrito en la Constitución en su ArticuloSS. la acción de protección constitucional

como Garantía Constitucional tendrá por objeto el amparo directo y eficaz áe los

derechos reconocidos er. la Constitución y podrán interponerse cuando exista una

vulneración de derechos constitucionales por actos u omisiones de cualquier autoridad

pública nojuáiciak contra políticas públicas cuando supongan la privación el goce

o ejercicio de los derechos constitucionales; y cuando ¡a vioíación proceda de una

persona particular, si la violación del derecho provoca daño grave si presta servicios

públicos Impropios si actúa por concesión o delegación o si la persona afectada se

encuentra en estado de subordinación, indefensión o discriminación''. Dentro de la

esfera de tutela en un Estado de derechos, por si misma o por quien actué a su

nombre, podrá solicitar de manera sumaria y preferente, la protección inmediata de

sus derechos y garantías constitucionales fundamentales, cuando observa que

éstos resulten inobservados, vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de

autoridad administrativa; o, cuando los menoscabe en su goce, los disminuya en su

amplitud oíos anule ensu ejercicio, conformeexpresa el art. 11 numerales '! 3 y 8 de
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la Constitución y del artículo 41 numeral 1 de la Ley Orgánica de Garantías

jurisdiccionalesy ControlConstitucional: CUARTO.- Los legitimariosactivos concurren

colectivamente por medio de procurador, basados en el origen común de los

derechos que solicitan bs sea tutelado, al ser todos ellas jubilados en distintos

momentos y circunstancias de EMELMANABÍ S.A. y del CNEL SA. los miaras que

reciben una pensión a cargo de su empleador, y en ejercicio de la garantía

jurisdiccional contenida en el articulo 86 numeral 1 de la Constitución en

concordancia en el artículo 9 literal a de la Ley Orgánica de Garantías

Jurisdiccionales y Control Constitucional que conceden la capacidad universal para

accionar las tutelas bajodistintas modalidades colectivas, o, individualrnente. Por otra

parte la afectación que alegan a la integridad de sus pensiones patronales proviene

del mismo acto administrativo del Gerente General de CNEL SA y del Gerente

Regional por lo que su calidad y la de los legitimarios pasivos están claramente

establecidas. QUINTO,- El acto administrativo que se acusa como vulnerador de

derechos ygarantías constitucionales contenido en el Oficio CNEL-CORP-GG N? 1971-10

\; que suscrfce elGerente General Ing, BERNARDO HENR1QUEI ESCALA, que a su crtferio

reduce los pagos que venían recibiendo de manera inalterable bs legitimarios sobre la

base de lo dispuesto en la cláusula contenida en el artículo 43 del contrato colectivo

que celebrasen los trabajadores de EMELMANABÍ SA con su ex-erapkador, al cual
suple en sus obligaciones laborales la legitimaría pasiva CNEL SA por expresa

disposición del acto constitutivo de fusión e integración de aquella en la nueva

empresa. Talreducciónprovienede la supresiónunilateralde un derecho originado en

Is obligación establecida por el artículo 216 del Código del Trabajo, el cual ha sido

sustituido con una pensión unilateral vitalicia que fuese fijada en calidad de

contribución otorgada para bs ex-servidores públicos que recibían pensbnes

provenientes de fondos privados para jubilaciones complementarías, mediante el

Decreto Ejecutivo 225, b cual implica un menoscabo en elderecho de bs legitimarios

a la jubilación de origen bgal cuyo monto se encontraba fijado previamente. SEXTO,-

Como se aprecia no se trata en el caso considerado, de dar paso a una pretensiónque

pudiese perseguir fijar el monto de una pensión, lo cualcorrespondería hacerlo por

lavíaverbal sumariaante un juezde trabajo, ya que tales montos ya están fijados para

bs comparecientes por vía contractual o. mediante finiquitos y sentencias. Lo que se

<v



persigue esquese garantice ía intangibilidad de ese derecho protegido por el articulo

11 de la Constituc ionen sus numerales 4 y 8 y en el ámbito espec ific o laboral por el art.

326, numeral 2 ibidem, b cual corresponde plenamente al control concreto de

constitucbnalidad por la vía tutelar del amparo contra una decisión

administrativa por lo que es admisible al tramite como acción de protección

SÉPTIMO.- Paraestablecer si íadecisiónadministrativa impugnada vulnerael derecho a

pensión de bs legitimarios, es necesario esclarecer previamente la naturaleza de las

pensiones reclamadas-. Aunque las pensiones no son propiamente remuneraciones

debidas como contra -prestacbn a bs servicios lícitos y personales, comparten con

éstas en calidad de retribuciones por bs servicios que fueron prestados cuando el

trabajador era activa, lasgarantías brindadas por el Estado medianteel susodicho art.

33. por b que deben sujetarse a bs estándares de 'Justas" que bs asigna la

Constitución en dicho articub, debiendo entenderse corno tala un ingreso digno que

cubra al menos las necesidades básicas personales y familiares de los ex

trabajadores en conformidad con b preceptuado por el articulo 32S de la

Constitución. OCTAVO .-La Constitucbn vigente consagra la existencia de unsistema ^

de seguridad social integrado por. entidades públicas, por normas por políticas, por

recursos, por servicbs y por prestacbnes de seguridad social; todos bajo

normatividad, reguLacióny controlestatal Art.SóB. Elseguro universal obligatorio para

bs ciudadanos incluye entre sus prestacbnes las de vejez Art. 369, que es la que

corresponde a quienes se hubieren jubilado. Ahora bbn, la Constitución asigna a una

entidad autónoma como es el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social la

responsabilidad de las prestacbnes a quienes hayan sido afiliados al mismo.Como se

ve, la Constitución consagracuando menos tres tipos de asignacbnes paraqubnes se

lian jubilado; a) Las pensbnes por aportaciones hechas a una caja por parte de las

personas bajo dependencia y de su empleador, las cuales las establece el art. 371 de la

Constitución, estando sujetas a un fondo dereserva ínter-generacional quealimenta

lascuentas individualesde todos los trabajadores pasivos; h) las pensbnes de origen

legal establee idaspor normaexpresacomo la que prese ribe el Código de Trabajo en su

articub 21£ porel cual concede unajubilación abs trabajadores (obreros y empbados

enelsectorprivado y a bs obrerosdelsector público), a travésde un haber individual

quedebe acumular el empbador parasolventarlas en calidad de retribución; y, c) las



previstas por políticas públicas establecidas a través de acto normativo particular

administrativo en el sector público (Decretos Ejecutivos. Acuerdos Ministeriales o

Resolucbnes) que conforman fondos privados de cesantía o jubilactón alimentados

mediante aportacbnes presupuestarias institucbnabs o estatales. NOVENO.- Enelcaso

subjudice. el empleador ha dispuesto ía reducción del monto de las pensbnes

provenientes delhaber individual cuyas cuentas sonde propiedad de los trabajadores,

al sustituirlas por una pensbncompbmentaria, pese aestaraquellas sujetas agarantía

de intangibilidad y a reserva de ley por tratarse de un derecho prestacbnal

retributivo a cargo del empleador prescrito por norma de origen legislativo y de

exclusiva declaración de voluntad general como es el contenido en el Código de

Trabajo, sustituyéndolo por otraprestación distintaconfigurada como política pública

conunacontribución unilateral a favor de los servidores (empleados y funcionarios

de ese sector); en otras palabras, por una prestación resuelta unilateralmente y

otorgada a través de acto particular regulable por eí Ejecutivo, lo cual constituye

una regresión inconstitucbnal en la aplicactón del derecho conforme al inciso

\_,' segundo, numeral 8 del artfcub 11 de la norma suprema, regresividad que se ve

confirmada por bs testimonios de los legitimarios recogidos en la audiencia, con

las cuales se demuestra la afectación producida en sus ingresos y la negativa

repercustón de aquellos en las condiciones de vida para personas de la tercera

edad como son ellos. Dicho mandato de progresividad y de mejoramiento

constante también se b dispone en el artículo 26 de la Convención Americana de

Derechos Humanos (1963) para hacer efectivos bs derechos por medio de normas

de origen legislativo que garanticen la universalidad de su efecto, y ha merecido

pronunciamientos de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos

(Informe sobre la situación de derechos humanos en Ecuador del 24 de abril de

1997] por los cuales se prescribe que "...El principio de desarrollo progresivo

establece que totes medidas {estatales} se adopten de manera tal que constante y

consistentemente promuevan la plena efectividad de esos derechas". Por su parte, el

catedrático y tratadista argentino Christian Courtis asevera que: "la obligación de

no regresividad agrega a las limitaciones vinculadas con la racionalidad, otras

limitaciones vinculadas con criterios de evolución temporal o histórico: aún siendo

racional la reglamentación propuesta porel legislador o por e! Poder Ejecutivo no



puede empeorar lasituación ae reglamentación de! derecho vigente desde el plinto de

vista del alcance y amplitud de su goce De modo que, entre las opciones de

reglamentación posibles los poderes públicos tienen en principio vedado elegir-

supuestos de reglamentación que importen un retroceso en la situación de goce de ios
derechos económicos, sociales y culturales vigentes" DÉCIMO.- La Corte

Constitucbnal ha establecido mediante sentencia 009-10-SIN-CC del 9 de

septiembre del 2010 que bs derechos contenidos en la contratación colectiva de

los trabajadores del sector público, estánsujetos expresamente a la reserva de ley,

y porende, al quedar establecido jurisprudenctalmenteque, salvo aquellas clausules

contractuales queafectasen alMandato Constituyente Ocho (3), las restantes cláusulas

del contrato colectivo no pueden considerarse afectadas mediante Decretos

Ejecutivos de ninguna naturaleza-. DÉCIMO PRIMERO,- Corresponde al carácter
social del Estado Constitucional de Derechos y Justicia, para cumplir con su deber

primordial previsto el numeral 1 del art. 3 de la Constitución, el garantizar

debidamente las contraprestaciones destinadas a retribuir adecuadamente a

bs trabajadores activos como remuneración por la prestación de sus servicios

lícitos y personales y. extensivamente, como pensbnes jubilares a quienes, luego de

cumplir con los requisitos legabs, se hubiesen jubilado, para garantizarlas a todos

una vida decorosa y el respeto su dignidad, conforme al articub 33 de la norma

suprema. La Constitución vigente consagra en su texto una visión garantista

articulada como Régimen del Buen Vivir en su título Vil definiéndolo corno un

sistema nacbnal de inclusión y equidad socialen el que se articulan instituciones,

políticas, no tinas, programas y servicios que aseguran el ejercicio, garantía y

exigibilidad de los derechos reconocidos en la Constitución y el cumplimiento de

bs objetivos del régimen de desairolio ART. 340 de la Constitución de la

República Partede dicho régimen sistémico sonlas retribuciones que corresponde

cubrir la seguridad social como sistema universal de atención a las necesidades

contingentes de toda la población (sección tercera del Título en mención). Dicho

sistema de seguridad social además de los ya citados principios de inclusióny de

equidad social añade los de obligatoriedad, suficiencia integración, solidaridad y

subsidiarklad Art. 367 tbidem, asignándobs al seguro universal obligatorio y a Los

regímenes especiales que pudiesen crearse o implementaise. !a función de



protección frente a las distintas contingencias. El principio de inclusión y de
equidad social del seguro universal obligatorio que incluye a las pensbnes
retributivas de vejez para bs trabajadores retirados Art 369 de la constitución

implica que, además de las prestacbnes por jubilación provenientes de los fondos
de la caja respectiva del IESS. se conformarán aquellas por normas, políticas y
recursos fijados con un criterio de sostenibilidad financiera y presupuestaria '
por parte de la administración pública Art 368 Ibidera, sujetándose a loscitados

principios de obligatoriedad en la disposición de aquellos por medio de regías
fijadas normativamente; de suficiencia en los montos asignados: de integración
de la diversidad de situaciones en que se encuentren los beneficiarios, de

solidaridad en la distribución de las contribuciones por medio de cajas, v, de
subsidiaridad con referencia a las prestaciones jubilares del IESS. Esos criterios
constitucionabs son bs que hay que considerar: esto es la vigencia de dar
retribuciones de origen legal establecidas por el Código del Trabajo Art. 216 para
los trabajadores públicos y privados, que se encuentran amparados bajo su
legislacíóncomo pensión acargo del empleador, diferente a la de las contribuciones
obligatorias al IESS y acumulativas en un haber individual, en cuentas de su

propiedad como tiene establecido la reiterada jurisprudencia de la Corte
Suprema: de forma que. en conjunto con aquellas contribuciones y de manera
subsidiaria como prevé la Constitución, permitan una retribución justa a los ex
trabajadores DÉCIMO SEGUNDO.- En base a tales consideraciones y
fundamentándose en el articub 36 de la Constitución que prescribe las garantías
jurisdiccionales para bs derechos, se declara la vulneraciónde la garantía para los
derechos de bs legitimarbs establecida en el artículo 33 de la Constitución, que
consagra la obligación de una retribución justa por su ex-empleador como
contraprestactón debida para garantizarbs en su retiro una vida decorosa siendo

un deber y responsabilidad del Estado, a causa de la aplicación regresiva del
Decreto Ejecutivo 225 referido a jubilacbnes complementarias y a transferencias
solidarias para los empleados y funcionarios públicos; y, por otraparte, laviolación
del principio de reserva de ley previsto por el articulo 132 numeral 1 de la

Constitución, ai proceder los legitimarbs pasivos a regular tales derechos sm tener

atribucbnes para ello, principio de competencia mediante reseña de ley que lo



tiene establecido en su jurisprudencia la Corte Constitucional por lo que, la
Primera Sala de Garantías Penales, de la Corte Provincial de Justicia de Manabi:
ADMINISTRANDO JUSTICIA. EN NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANO DEL ECUADOR YPOR
AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN YLEYES DE LfcREPÚBUCA confirma la sentencia
dictada por el Juez Sexto de b Civil de Ma/íabjí venida en grado .- Cúmplase -^
Notifíouese.-

Mt.Héclcf6nhñ**Ct
CONJUCZ PL
PrimeASafau.
Cortafjwfneía/c.

Manabi'

Xfcos
JUEZDEUPMM
CORTE PROVINCIA

WJo Cañarte
lADEtOPENU
DE JUSTICIA

PE MANABÍ

Proveyeron yfirmaron el Voto Salvado que antecede por los señores Jueces de
laPrimera Sala de lo Penal de ía Corte Provincial de Justicia de Manabi, Dr.
Marcos Naranjo Cañarte, (Voto Salvado), Ab. Héctor Ordoñez Chancay, Ab.
Fiankhn Cuenca Loor, Comueces Permanente de esta Primera Sala Penal, en
Portoviejo, a los cuatro días del mes de Marzo del dos miLonce, a las diez
horas-Lo certifico

Ab. htuama Finoarpte de Farfan
SECRETARIA RELATORA

DE LA PRIMERA SALA DE LO PENAL
CORTE PBQV1N.CJAL- PEJUSTICIA

r>F wiaKiari

En Portoviejo, a los cuatro días del mes de Marzo del dos mil once, con el
Voto Salvado que antecede notifiqué por boleta a las siguientes Personas: A
las diez horas diez minutos al DIRECTOR REGIONAL DE LA
PROCURADURÍA GENERAL DEL ESTADO enelC. J. N° 168, alas diez
horas veinte minutos al ING. BERNARDO HENRIQUEZ ESCALA
GERENTE GENERAL DE LA CORPORACIÓN NACIONAL DE
ELECTRICIDAD S.A. CNEL en el C. J. N° 71; a las diez horas treinta
minutos a XAVIER FERNANDO SAAVEDRA ARTEAGA, GERENTE
REGIONAL DE CNEL en el C. J. N° 71 - Lo certifico,

Ab. Utu
ínoargote de Farjan


